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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte demandada contra la sentencia del 22 de agosto último, proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Adolescentes con Funciones de Conocimiento local, en esta acción de tutela que María de las Mercedes Velásquez Echeverri, inició contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi Territorial Risaralda.

  


ANTECEDENTES
  



En su propio nombre, María de las Mercedes Velásquez Echeverri, acudió a este especial mecanismo en procura del amparo al derecho de petición que estima conculcado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi-Dirección Territorial Risaralda.
 



Narró, en síntesis, que desde el 11 de junio de 2013, en ejercicio del derecho de petición, que solo fue radicado el 16 de septiembre de 2015, solicitó al Instituto Geográfico Agustín Codazzi la asignación de fichas catastrales sobre los lotes distinguidos con los números 01-0020-02 con matrícula 290-95618 y 01-0021-02 con matrícula inmobiliaria 290-95619, segregados del lote de mayor extensión identificado con matrícula 290-95618, pero nada se le resuelve sobre el particular y por tanto, la violación de su derecho es permanente en el tiempo. 




Pidió, por tanto, que se le ordene al Instituto Geográfico Agustín Codazzi que proceda a contestar su solicitud.
  



El Juzgado de primer grado admitió la acción y corrió traslado por el término de 2 días al Director Territorial y al Funcionario Responsable de Conservación del IGAD. Oportunamente el Director Territorial Risaralda, señaló los pormenores relacionados con el proceso adelantado en torno a la solicitud de la demandante y dijo que, a la fecha, el desarrollo del mismo se encuentra en un 80% de ejecución, pues, solo falta la parte de ajuste gráfico y proferir el acto administrativo que resuelva lo pertinente en la semana, por lo que se debe dar por superado el hecho. 




Sobrevino el fallo de primer grado, que amparó el derecho reclamado y le ordenó al IGAC, que dentro de los 8 días siguientes a la notificación del mismo, procediera a dar una respuesta de fondo, clara y precisa a la peticionaria sobre su requerimiento, o bien, a explicarle los motivos de la tardanza, las gestiones adelantadas y la fecha exacta de la resolución. Para así decidir, señaló que la demandante ha presentado la documentación exigida y sin embargo nada se le ha resuelto. 
  



Impugnó el ente demandado con similares argumentos a los que adujo en la contestación. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En uso de tal prerrogativa María de las Mercedes Velásquez Echeverri, hizo valer el derecho fundamental de petición, cuyo núcleo principal consiste en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, pero en forma clara y completa, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; y, adicional a ello, que cumplan el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.

  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:

1. De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política “[t]oda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales."

La Corte ha señalado, en reiteradas oportunidades, que el derecho fundamental de petición es esencial para la consecución de los fines del Estado como lo son el servicio a la comunidad, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, la participación de los ciudadanos en las decisiones que los afectan y para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido instituidas
.

2. Así mismo, esta Corporación ha indicado que el derecho de petición se satisface cuando concurren los siguientes elementos que constituyen su núcleo esencial
: (i) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la respuesta debe ser pronta y oportuna, es decir, la respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, que debe ser lo más corto posible
, así como clara, precisa y de fondo o material, que supone que la autoridad competente se pronuncie sobre la materia propia de la solicitud y de manera completa y congruente, es decir sin evasivas, respecto a todos y cada uno de los asuntos planteados, y (iii) la pronta comunicación de lo decidido al peticionario, independiente de que la respuesta sea favorable o no, pues no necesariamente se debe acceder a lo pedido
.

Descendiendo al caso concreto, halla la Sala que acertó el Juzgado al conceder el amparo, como quiera que, a la fecha, nada se ha probado acerca de que a la interesada, luego del último requerimiento que elevó acerca de su solicitud de asignación separada de fichas catastrales, se le hubiere dado una respuesta clara, concreta y de fondo.
En efecto, la actora elevó una solicitud desde el 11 de junio de 2013, de la que surgió la exigencia de presentación de anexos adicionales que para el 16 de septiembre de 2015, ya habían sido arrimados; sin embargo, a la fecha ninguna resolución en concreto se ha adoptado; únicamente atinó la entidad a mencionar, en la contestación de esta acción, que el proceso se ha adelantado en un 80% y está a punto de concretarse, ya que algunas situaciones complejas han impedido hacerlo. 
  



La cuestión es que, en casos como el de ahora, no se trata de que se le explique al juez de tutela qué etapas se deben surtir o qué exigencias son las que se requieren, o qué situaciones se han suscitado con ocasión de la solicitud y cuáles fases se han cumplido. Lo que se quiere es que a la persona interesada se le brinde la información concerniente, que solucione lo pedido o le explique por qué no procede lo pedido, o los trámites que se han adelantado y cuándo se producirá la respuesta. 
 



No sobra señalar que como aún está por definir la situación de la interesada, es evidente que la trasgresión del derecho permanece en el tiempo, lo que permite dar vía libre a su protección.
  



De manera que, como en el presente asunto nada se acredita acerca de que a la accionante ya se le hubiese contestado en alguno de tales sentidos y la respuesta de la entidad que descorrió el traslado no suple esa omisión, salta a la vista la vulneración indicada, lo que da lugar a que se confirme el fallo con la precisión de que la orden extendida en primer grado recae tanto en el Director Territorial del IGAC, Diego Mauricio Cardona Londoño, como en el Funcionario Responsable de Conservación de la misma entidad, Carlos Augusto Vásquez Arias, o quienes hagan sus veces, atendiendo a que ambos funcionarios, según se desprende de la foliatura han estado involucrados en el proceso de la accionante.

  



DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala 6 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo de primera instancia, dictado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento local el  22 de agosto de 2017, en esta acción de tutela promovida por María de las Mercedes Velásquez Echeverri contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, con la aclaración de que la orden extendida en sede de instancia recae, en el ámbito de sus competencias, tanto en el Director Territorial del IGAC, Diego Mauricio Cardona Londoño, como en el Funcionario Responsable de Conservación de la misma entidad, Carlos Augusto Vásquez Arias, o quienes hagan sus veces.
  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

  



A su regreso, archívese. 

 



Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ                 DUBERNEY GRISALES HERRERA
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